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7. Al requerir el Fiscal en los casos señalados en los 
incisos anteriores la prisión preventiva del imputado, la 
detención se mantiene hasta la realización de la audiencia 
en el plazo de cuarenta y ocho horas”.

“Artículo 266 Detención judicial en caso de 
flagrancia.-

1. El Fiscal puede requerir al Juez de la Investigación 
Preparatoria dentro de las doce (12) horas de producida 
la detención efectiva por la Policía Nacional, la emisión 
del mandato de detención judicial hasta por un máximo 
de siete (7) días, cuando por las circunstancias del caso, 
se desprenda cierta posibilidad de fuga u obstaculización 
de la averiguación de la verdad. En los delitos cometidos 
por organizaciones criminales la detención judicial por 
flagrancia puede durar hasta un plazo máximo de diez 
(10) días.

2. El Juez, antes del vencimiento de las veinticuatro 
(24) horas de la detención, realiza la audiencia de 
carácter inaplazable con asistencia obligatoria del Fiscal, 
el imputado y su abogado defensor. El Fiscal dispone el 
traslado del imputado a la audiencia, bajo custodia de la 
Policía Nacional. Rigen los numerales 1, 3 y 6 del artículo 
85.

3. Instalada la audiencia y escuchados a los sujetos 
procesales, el Juez debe pronunciarse mediante 
resolución motivada sobre la legalidad de la detención del 
imputado conforme al artículo 259, sobre el cumplimiento 
de los derechos contenidos en el numeral 2 del artículo 
71 y finalmente sobre la necesidad de dictar la detención 
judicial, teniendo a la vista las actuaciones proporcionadas 
por el Ministerio Público.

4. Si en la audiencia, el Juez advierte que se ha 
vulnerado los derechos fundamentales del investigado 
o se le ha detenido en forma ilegal, sin perjuicio de lo 
resuelto, remite copias al órgano de control del Ministerio 
Público y a Inspectoría de la Policía Nacional del Perú.

5. Dentro del plazo de detención determinado por 
el Juez, se pone al detenido a disposición del Juez de 
la Investigación Preparatoria para determinar si dicta 
mandato de prisión preventiva o comparecencia, simple 
o restrictiva.

6. Si el Juez declara improcedente el requerimiento 
de detención, el Fiscal, vencido el plazo de detención, 
dispone lo que corresponda.

7. El presente artículo no es aplicable para los delitos 
de terrorismo, espionaje y tráfico ilícito de drogas”.

“Artículo 267 Recurso de apelación.-

1. Contra el auto previsto en el numeral 1) del artículo 
261, y los que decreten la incomunicación y detención 
policial en caso de flagrancia procede recurso de 
apelación. El plazo para apelar es de un día. La apelación 
no suspende la ejecución del auto impugnado.

2. El Juez eleva en el día los actuados a la Sala Penal, 
la que resuelve previa audiencia dentro de las cuarenta y 
ocho horas de recibidos los autos. La decisión se expide 
en audiencia, bajo responsabilidad”.

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS FINALES

PRIMERA.- Protocolo de Actuación 
Interinstitucional

El Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, en 
un plazo no mayor de cuarenta y cinco (45) días de 
promulgado el presente Decreto Legislativo, elabora el 
Protocolo de Actuación Interinstitucional para la adecuada 
aplicación del presente Decreto Legislativo.

SEGUNDA.- Financiamiento
La implementación de lo establecido en el presente 

Decreto Legislativo se financia con cargo al presupuesto 
institucional de las entidades intervinientes, sin demandar 
recursos adicionales al Tesoro Público.

TERCERA.- Vigencia
La presente norma entra en vigencia a nivel nacional 

a los treinta (30) días de su publicación en el diario oficial 
El Peruano.

CUARTA.- Adelantamiento de la vigencia de los 
artículos 261, 262, 263, 264, 265, 266 y 267 y, el numeral 
1,3 y 6 del artículo 85 del Código Procesal Penal.

Adelántese la vigencia los artículos 261, 262, 263, 
264, 265, 266 y 267 y, el numeral 1,3 y 6 del artículo 85 del 
Decreto Legislativo Nº 957, en todo el territorio nacional.

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS 
DEROGATORIAS

PRIMERA: Derogar el numeral 1 del artículo 2 de 
la Ley Nº 27379 “Ley de procedimiento para adoptar 
medidas excepcionales de limitación de derechos en 
investigaciones preliminares

Derógase el numeral 1 del artículo 2 de la Ley Nº 27379, 
Ley de procedimiento para adoptar medidas excepcionales 
de limitación de derechos en investigaciones preliminares, 
modificado por el Decreto Legislativo Nº 988.

SEGUNDA: Derogar los artículos 2, 3 y 4 de la Ley 
Nº 27934, Ley que regula la intervención de la Policía 
y el Ministerio Público en la investigación preliminar 
del delito

Deróganse los artículos 2, 3 y 4 de la Ley Nº 27934 
“Ley que regula la intervención de la Policía y el Ministerio 
Público en la investigación preliminar del delito”.

POR TANTO:

Mando se publique y cumpla, dando cuenta al 
Congreso de la República.

Dado en la Casa de Gobierno, Lima, a los veintinueve 
días del mes de diciembre del año dos mil dieciséis.

PEDRO PABLO KUCZYNSKI GODARD
Presidente de la República

FERNANDO ZAVALA LOMBARDI
Presidente del Consejo de Ministros

MARÍA SOLEDAD PÉREZ TELLO
Ministra de Justicia y Derechos Humanos

1468962-5

Decreto Legislativo
Nº 1299

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA 

POR CUANTO: 

Que, mediante Ley N° 30506, Ley que delega en 
el Poder Ejecutivo la facultad de legislar en materia 
de reactivación económica y formalización, seguridad 
ciudadana, lucha contra la corrupción, agua y saneamiento 
y reorganización de Petroperú S.A., el Congreso de la 
República ha delegado en el Poder Ejecutivo la facultad 
de legislar en materia de seguridad ciudadana, por el 
término de noventa (90) días calendario; 

Que, en este sentido, el literal b) del numeral 2 
del artículo 2 del citado dispositivo legal, establece la 
facultad de legislar a efectos de reestructurar la política 
penitenciaria, optimizar los procedimientos de extradición 
y traslado de condenados; y modificar las normas sobre 
tratamiento del adolescente en conflicto con la ley penal 
y mecanismos alternativos para el cumplimiento de penas 
en general;

Que, mediante Decreto Legislativo N° 866, Ley de 
Organización y Funciones del Ministerio de Promoción 
de la Mujer y del Desarrollo Humano se transfirió a la 
Secretaría Ejecutiva de la Comisión Ejecutiva del Poder 
Judicial, las funciones relacionadas con la rehabilitación 
para la reinserción en la sociedad de los adolescentes en 
conflicto con la Ley Penal; 

Que, mediante Resolución Administrativa del Titular 
del Pliego del Poder Judicial N° 539-CME-PJ, se 
elaboró y aprobó el Sistema de Reinserción Social del 
Adolescente en conflicto con la Ley Penal, modificado 
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mediante Resolución Administrativa N° 075-SE-TP-
CME-PJ; documento técnico jurídico especializado en el 
tratamiento del adolescente infractor; 

Que, resulta necesario para un eficaz tratamiento 
del adolescente en conflicto con la ley penal, la 
transferencia del Sistema Nacional de Reinserción Social 
del Adolescente en Conflicto con la Ley Penal del Poder 
Judicial al Ministerio de Justicia y Derechos Humanos; es 
así que la administración del sistema a cargo del Poder 
Ejecutivo fortalecerá una política efectiva de reinserción 
del adolescente infractor a través de la mejora de los 
niveles de tratamiento, de la atención especializada y de 
la mejor ejecución de las medidas socioeducativas;

De conformidad con lo establecido en el literal b) del 
numeral 2 del artículo 2 de la Ley N° 30506 y el artículo 
104 de la Constitución Política del Perú; 

Con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros; 
Con cargo a dar cuenta al Congreso de la República; 
Ha dado el Decreto Legislativo siguiente:

DECRETO LEGISLATIVO QUE TRANSFIERE EL 
SISTEMA NACIONAL DE REINSERCIÓN SOCIAL 

DEL ADOLESCENTE EN CONFLICTO CON LA 
LEY PENAL AL MINISTERIO DE JUSTICIA Y 

DERECHOS HUMANOS

Artículo 1.- Objeto
La propuesta normativa tiene como objeto transferir el 

Sistema Nacional de Reinserción Social del Adolescente 
en Conflicto con la Ley Penal –SINARSAC, que se 
encuentra actualmente a cargo del Poder Judicial, al 
Ministerio de Justicia y Derechos Humanos. 

Artículo 2. - Transferencia de Centros Juveniles y 
órganos desconcentrados

Transfiérase la Gerencia de Centros Juveniles 
del Poder Judicial y sus Órganos desconcentrados al 
Ministerio de Justicia y Derechos Humanos.

El Poder Judicial transfiere el acervo documentario, 
el patrimonio mobiliario e inmobiliario, los recursos 
presupuestarios y el personal, conservando su régimen 
laboral, que corresponda a la Gerencia General de 
Centros Juveniles, así como los Centros Juveniles 
de Diagnóstico y Rehabilitación a nivel nacional y los 
Servicios de Orientación al Adolescente.

La transferencia comprende, asimismo, el presupuesto 
de la Gerencia General de Centros Juveniles asignado a 
través de la Ley Anual de Presupuesto; así como otros 
recursos adquiridos por Cooperación Internacional, por 
donaciones y otras fuentes, de ser el caso.

La transferencia de recursos a que se refiere el 
presente artículo se aprueba mediante decreto supremo 
refrendado por el Ministro de Economía y Finanzas y el 
Ministro de Justicia y Derechos Humanos a propuesta de 
este último.

Artículo 3.- Conformación de la Comisión Técnica 
encargada del Proceso de Transferencia del Sistema 
de Reinserción Social del Adolescente en conflicto 
con la Ley Penal

1. Dentro del plazo máximo de treinta (30) días 
hábiles contados a partir de la vigencia de la presente 
norma, se constituye la Comisión Técnica encargada 
de la conducción del proceso de transferencia integrada 
por representantes del Ministerio de Justicia y Derechos 
Humanos y del Poder Judicial

2. Los representantes de la Comisión Técnica de 
transferencia son los responsables de programar, 
implementar y dar seguimiento al proceso de transferencia, 
cuyas conclusiones y acuerdos son recogidos en actas y 
al término del plazo de su designación remiten el informe 
detallado de acciones desarrolladas durante el proceso 
de transferencia.

3. El proceso de transferencia se realiza en un 
plazo máximo de trescientos sesenta y cinco (365) días 
hábiles, contados a partir de la instalación de la comisión 
respectiva.

Artículo 4.- Financiamiento
La implementación del presente Decreto Legislativo 

se financia con cargo al presupuesto institucional de los 
pliegos involucrados sin demandar recursos adicionales 
al Tesoro Público.

Disposiciones Complementarias 
Modificatorias

PRIMERA.- Modificación de los artículos 4 y 7 de 
la Ley N° 29809, Ley de Organización y funciones del 
Ministerio de Justicia y Derechos Humanos

Modifícanse los artículos 4 y 7 de la Ley N° 29809, Ley 
de Organización y funciones del Ministerio de Justicia y 
Derechos Humanos, en los siguientes términos:

“Artículo 4. Ámbito de competencia
El Ministerio de Justicia y Derechos Humanos es la 

entidad competente en las siguientes materias:

a) Derechos Humanos.
b) Defensa jurídica del Estado. 
c) Acceso a la justicia.
d) Política Penitenciaria. 
e) Regulación notarial y registral y supervisión de 

fundaciones..
f) Defensa, coherencia y perfeccionamiento del 

ordenamiento jurídico.
g) Relación del Estado con entidades confesionales.
h) Reinserción social de las y los adolescentes en 

conflicto con la Ley Penal”

“Artículo 7. Funciones Específicas
Son funciones específicas del Ministerio de Justicia y 

Derechos Humanos:

a) Asesorar jurídicamente al Poder Ejecutivo emitiendo 
opinión sobre proyectos normativos. 

b) Promover la aplicación uniforme del ordenamiento 
jurídico nacional, siempre que no corresponda a materias 
propias de otros sistemas administrativos o funcionales.

c) Promover el respeto de los derechos humanos en el 
marco de un Estado Constitucional de Derecho, así como 
elaborar planes nacionales en dicho ámbito. 

d) Formular las políticas públicas de acceso a la 
justicia para la inclusión de personas de escasos recursos 
y en condición de vulnerabilidad, a través de los servicios 
de defensa pública, asesoría legal gratuita y los medios 
alternativos de solución de conflictos. 

e) Orientar y contribuir con el establecimiento de la 
política criminal y formular la política penitenciaria del 
Estado, así como implementar la política de reinserción 
social de las y los adolescentes en Conflicto con la 
Ley Penal.

f) Promover una recta, pronta y eficaz administración 
de justicia. Para tal efecto, mantiene relaciones 
de cooperación y coordinación con los órganos de 
gobierno del Poder Judicial, Ministerio Público, Tribunal 
Constitucional, Consejo Nacional de la Magistratura y 
Academia de la Magistratura; así como con las demás 
entidades y organizaciones vinculadas al sistema de 
administración de justicia.

 g) Ejercer la rectoría del Sistema de Defensa Jurídica 
del Estado. 

h) Ejercer la Autoridad Nacional de Protección de 
Datos Personales, a que se refiere la Ley 29733. 

i) Establecer el criterio dirimente para resolver las 
opiniones jurídicas discordantes formuladas por las 
oficinas de asesoría jurídica de las entidades del Poder 
Ejecutivo. 

j) Sistematizar la legislación e información jurídica de 
carácter general y promover su estudio y difusión, así 
como disponer su edición oficial. 

k) Hacer uso de los mecanismos constitucionales 
correspondientes cuando se identifique violación del 
ordenamiento jurídico. 

l) Estudiar y proponer la dación y reforma de la 
legislación. 

m) Supervisar el funcionamiento de las fundaciones, 
la función notarial, las políticas en materia registral y el 
Servicio Civil de Graduandos - SECIGRA Derecho. 
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n) Intervenir, conforme a las normas de la materia, 
en los procedimientos de extradición y otros actos de 
cooperación judicial internacional. 

o) Evaluar las solicitudes en materia de indultos, 
conmutación de penas y derecho de gracia a internos 
procesados.

 p) Mantener las relaciones del Poder Ejecutivo con 
las entidades religiosas, conforme a la ley de la materia. 

q) Diseñar, establecer, ejecutar y supervisar el Plan 
Nacional de Búsqueda de Personas Desaparecidas 
durante el período de violencia 1980-2000.

r) Otras que se establezcan por ley.”

SEGUNDA.- Modificación del artículo 4 de la Ley 
N° 29807, Ley que crea el Consejo Nacional de Política 
Criminal

Modifícase el inciso 4 del artículo 4 de la Ley N° 29807, 
Ley que crea el Consejo Nacional de Política Criminal, en 
los siguientes términos:

“Artículo 4. Mandatos y atribuciones 
El Consejo Nacional de Política Criminal y Penitenciaria 

tiene los siguientes mandatos y atribuciones:

1. Estudiar el fenómeno criminal del Perú y elaborar 
el Diagnóstico Nacional sobre las causas del delito y los 
factores que inciden en su expansión.

2. Diseñar, aprobar y supervisar la ejecución del 
Programa Nacional de Política Criminal, a partir de la 
información de la realidad nacional, de las conclusiones 
del Diagnóstico Nacional sobre las causas del delito y 
los factores que inciden en su expansión, y asumiendo 
con carácter vinculante las recomendaciones de los 
convenios internacionales en materia de prevención del 
crimen y justicia penal. 

3. Formular políticas y directrices criminológicas 
que deberán ser propuestas a los diversos sectores y 
entidades involucradas en el sistema de control social, 
y, en particular, por aquellas que de manera directa 
se vinculan a la prevención, investigación y represión 
del delito, a la justicia penal y a la ejecución de penas 
y medidas de seguridad, con la finalidad de establecer 
líneas de trabajo orientadas hacia un mismo objetivo. 

4. Realizar evaluaciones periódicas del sistema penal, 
así como del Sistema Nacional de Reinserción Social 
del Adolescente en Conflicto con la Ley Penal y de las 
instituciones que lo componen para proponer su adecuación 
a los objetivos del Programa Nacional de Política Criminal. 

5.  Establecer, junto con las diversas instancias 
y sectores involucrados, indicadores verificables con 
relación a la prevención y sanción de la criminalidad. 

6. Contribuir con las autoridades regionales y locales 
en la elaboración de planes de política criminal. 

7. Participar en los congresos de las Naciones 
Unidas, la Organización de Estados Americanos u otros 
organismos internacionales, sobre prevención del crimen 
y justicia penal. 

8. Evaluar el grado de cumplimiento del Estado 
peruano de los compromisos establecidos por los 
convenios internacionales en materia de prevención del 
crimen y justicia penal, y, de ser el caso, coordinar las 
acciones que sean necesarias para su total adecuación. 

9. Elaborar propuestas legislativas vinculadas con el 
sistema penal y de control social en general para que, 
a través de los procedimientos constitucionales, sean 
debatidas y aprobadas en el Congreso de la República. 

10. Emitir, a través de la Secretaría Técnica, informes 
técnicos no vinculantes sobre toda propuesta legislativa 
en materia de justicia penal, ejecución penal y sistema 
penitenciario con el fi n de analizar su grado de adecuación 
al Programa Nacional de Política Criminal. 

11. Emitir informes anuales en los que se analice el 
avance y la eficacia de las políticas y directrices aprobadas 
y sustentarlos ante la Comisión de Justicia y Derechos 
Humanos del Congreso. En dicha sesión se debatirá el 
informe y se realizarán las preguntas aclaratorias necesarias. 

El informe anual será sustentado ante el pleno del 
Congreso de la República en la primera sesión posterior 
a la sustentación a la que se contrae el párrafo anterior. 

12. Suscribir y ejecutar convenios con universidades e 
instituciones, nacionales e internacionales, para estimular 

y promover la investigación de estudios criminológicos 
que sirvan de sustento a la labor del Consejo Nacional de 
Política Criminal. 

13. Absolver consultas y emitir opiniones sobre 
materias relacionadas con el Programa Nacional de 
Política Criminal. 

14. Otras que por ley se establezcan.”

POR TANTO:
Mando se publique y cumpla, dando cuenta al 

Congreso de la República.
Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los 

veintinueve días del mes de diciembre del año dos mil 
dieciséis.

PEDRO PABLO KUCZYNSKI GODARD
Presidente de la República

FERNANDO ZAVALA LOMBARDI
Presidente del Consejo de Ministros

MARÍA SOLEDAD PÉREZ TELLO
Ministra de Justicia y Derechos Humanos

1468962-6

DECRETO LEGISLATIVO
Nº 1300

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

POR CUANTO:

Que, mediante Ley Nº 30506, “Ley que delega en 
el Poder Ejecutivo la facultad de legislar en materia 
de reactivación económica y formalización, seguridad 
ciudadana, lucha contra la corrupción, agua y saneamiento 
y reorganización de Petroperú S.A.”, el Congreso de la 
República ha delegado en el Poder Ejecutivo la facultad 
de legislar en materia de seguridad ciudadana, por el 
término de noventa (90) días calendario;

Que, en este sentido, el literal a) del inciso 2 del 
artículo 2 del citado dispositivo legal, establece la 
facultad de legislar a efectos de establecer precisiones y 
modificaciones normativas a la legislación penal, procesal 
penal y de ejecución penal, en particular en lo que respecta 
a la tipificación de nuevos delitos o agravantes, beneficios 
penitenciarios y acumulación de penas, para fortalecer la 
lucha contra el crimen organizado, terrorismo, narcotráfico, 
lavado de activos, delincuencia común entre otros;

Que, resulta necesario establecer un procedimiento 
especial de conversión de penas privativas de libertad 
no mayores de seis años, por una pena alternativa, 
para condenados, a fin de coadyuvar con una adecuada 
reinserción social de los mismos, siempre que reúnan 
ciertos presupuestos y se trate de infracciones de poca 
lesividad y repercusión social;

De conformidad con lo establecido en el literal a) del 
inciso 2 del artículo 2 de la Ley Nº 30506 y el artículo 104 
de la Constitución Política del Perú;

Con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros;
Con cargo a dar cuenta al Congreso de la República;
Ha dado el Decreto Legislativo siguiente:

DECRETO LEGISLATIVO
QUE REGULA EL PROCEDIMIENTO ESPECIAL
DE CONVERSIÓN DE PENAS PRIVATIVAS DE 
LIBERTAD POR PENAS ALTERNATIVAS, EN 

EJECUCIÓN DE CONDENA

CAPÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1.- Objeto
El presente Decreto Legislativo tiene por objeto 

regular el procedimiento especial de conversión de penas 


